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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN 
Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE 
EDUCACIÓN, DE LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A 
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIAS, DE LA LEY DE LA COMISIÓN 
NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS, DE LA LEY FEDERAL PARA 
PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN, DE LA LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS Y DEL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL; EN MATERIA DE PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y SANCIÓN DEL 
ACOSO Y VIOLENCIA CONTRA EL PERSONAL DOCENTE EN LOS 
NIVELES EDUCATIVOS DE PREESCOLAR, PRIMARIA, SECUNDARIA, 
BACHILLERATO Y SUBSISTEMAS EQUIVALENTES, PÚBLICOS Y 
PRIVADOS; A CARGO DEL DIPUTADO FEDERAL JUAN ANTONIO 
GONZÁLEZ HERNÁNDEZ DEL GRUPO PARLAMENTARIO MORENA. 
 

El que suscribe, Diputado Federal Maestro Juan Antonio González 
Hernández, integrante del Grupo Parlamentario Morena  en la LXVI  
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo 
dispuesto en el Artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículo 6 numeral 1, fracción I, 
artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; somete a 
consideración de esta Soberanía, la siguiente Iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 
Ley General de Educación, de la Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencias,  de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la 
Discriminación, de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y del Código Penal Federal; en materia de prevención, 
atención y sanción del acoso y la violencia en contra del personal 
docente en los niveles educativos de Preescolar, Primaria, Secundaria, 
Bachillerato y Subsistemas Equivalentes, Públicos y Privados; al tenor 
de la siguiente: 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El presente trabajo parte de una convicción clara, la educación es el motor del 
desarrollo social y económico de México y las maestras y los maestros son los 
principales garantes de este derecho humano fundamental. Sin embargo, la realidad 
que enfrenta nuestro magisterio en el Territorio Nacional es preocupante y demanda 
respuestas legislativas prontas y contundentes. 

Existe uno de los antecedentes nacionales más importantes como es el estudio 
realizado por SEP y UNICEF, el cual está citado en una investigación publicada en 
SciELO, este estudio arroja que el personal docente participante expone haber sido 
agredido por el alumnado donde las agresiones más reportadas fueron verbales y 
relacionadas con daños a pertenencias. 

El acoso y la violencia contra docentes no es un fenómeno nuevo, en los últimos 
años han aparecido nuevas modalidades entre ellas relacionadas con medios 
digitales por parte del alumnado. 

En 2025 se publicó por la Revista Iberoamericana para la Investigación y el 
Desarrollo Educativo esta problemática, dentro de esta investigación los docentes 
participantes describieron experiencias de agresión, principalmente provenientes de 
padres de familia, situaciones de acoso, faltas de respeto y afectaciones a la 
integridad física y mental del profesorado. 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) determina que toda persona tiene 
derecho a un trabajo libre de violencia y acoso donde se destaca el Convenio 190 
que contempla distintas manifestaciones como son, violencia física, psicológica y 
verbal afectando la vida social y familiar de las víctimas. 

Las maestras y los maestros constituyen un pilar fundamental del Estado mexicano 
al ser responsables de garantizar el derecho humano a la educación. Sin embargo, 
en los últimos tiempos se han incrementado las agresiones físicas, verbales, 
psicológicas y digitales en contra de los docentes por parte de estudiantes, padres 
de familia, tutores, colegas, comunidad escolar y civil, y terceros ajenos al ámbito 
educativo. 

En base a ello, la finalidad de este proyecto es proteger a maestras y maestros 
contra la extorsión, lesiones graves, acusaciones falsas, acoso sexual o laboral, 
omisión de auxilio y actos de violencia; tanto de estudiantes, madres, padres o 
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tutores, como de otros docentes o personas ajenas a las instituciones educativas, 
públicas y privadas. 

Dichas agresiones no solo vulneran la integridad física y moral de quienes ejercen 
la docencia, sino que también atentan contra la estabilidad del Sistema Educativo 
Nacional. 

Para ello, resulta indispensable establecer un marco legal que garantice a las 
maestras y a los maestros su protección, prevención de delitos y violencias, 
sanciones a las conductas ilícitas y la promoción del respeto, la seguridad y la 
dignidad hacia ellos. 

En este tema, los reportes de los medios de comunicación, de organizaciones y 
autoridades magisteriales, han documentado casos alarmantes tales como: 

-Profesores agredidos físicamente por estudiantes, familiares y terceros en 
escuelas primarias, secundarias y bachilleratos. 

-Denuncias de extorsión y otros actos delictivos contra maestras y maestros de 
educación básica en zonas con presencia del crimen organizado. 

-Acusaciones falsas que han derivado en procesos penales o administrativos 
injustos, dañando irremediablemente la reputación y la carrera del docente. 

-Casos de omisiones de auxilio, donde colegas, directivos o incluso autoridades 
educativas han dejado en estado de vulnerabilidad e indefensión a docentes 
frente a los ataques y a los atacantes. 

 
En abril de 2017 en Nuevo León una alumna de secundaria hirió con un arma blanca 
a su profesor de matemáticas de 55 años, en la colonia Zozaya, en el municipio 
de Guadalupe. El maestro notó que la estudiante se provocó lesiones en ambas 
muñecas, la detuvo y procedió a llevarla a la dirección escolar cuando fue atacado. 
 
En febrero de 2019 en Tlaxcala un adolescente de secundaria luego de ser 
expulsado ingreso a las instalaciones de la escuela para buscar a su profesora 
de matemáticas, de 48 años y agredirla de manera física; el menor la hirió con una 
navaja en al menos siete ocasiones. Los hechos ocurrieron en el municipio 
de Calpulalpan. El agresor había sido expulsado tras detectarse que portaba armas 
punzocortantes al interior del colegio. 

 
En octubre de 2022 en el Estado de México). Un menor de 11 años de edad de 
secundaria agredió con un arma blanca a su profesora, la agresión ocurrió luego de 
que la docente le pidió que entregara su tarea por lo que el estudiante salió 
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corriendo del colegio, la maestra lo persiguió y afuera del instituto el alumno la 
apuñaló. Los hechos ocurrieron en el municipio de Chimalhuacán. 
 
En agosto de 2023 en Baja California una estudiante de 15 años de edad apuñaló 
por la espalda a la prefecta del Colegio de Estudios Científicos y Tecnológicos del 
Estado de Baja California (CECyTE BC), luego de que la víctima no la dejó salir del 
plantel al poco tiempo de haber ingresado a la escuela ubicada en el municipio 
de Mexicali. 
 
En octubre de 2023 en Coahuila un alumno de 14 años apuñaló varias veces a su 
profesora, de 59 años de edad, dentro de un salón de clases de la escuela 
secundaria ubicada en la colonia Analco del municipio de Ramos Arizpe. Los 
estudiantes indicaron que todo comenzó porque la docente regañó a su compañero. 
 
En noviembre de 2022, una maestra del Colegio de Bachilleres 1, ubicado en la 
alcaldía Azcapotzalco, en la Ciudad de México, fue agredida por la madre de una 
alumna. En un video que se viralizó se puede escuchar que la madre de la 
alumna amenaza a la maestra, diciéndole que su hija “no está sola y que no se 
vuelva a meter con ella”. 
 
En julio de 2023 se viralizó un video en donde se observa como padres de familia 
de un pequeño alumno golpean y encañonan a una maestra de un kínder en 
Cuautitlán Izcalli, Estado de México. 

Estos hechos, configuran un patrón estructural de desprotección, donde las 
maestras y los maestros, lejos de ser reconocidos como agentes de cambio, 
terminan siendo víctimas de violencia y otros actos que afectan su integridad. 

Es necesario mencionar que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en su en su Artículo 1° establece que todas las autoridades tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. En 
su Artículo 3° establece que la educación es un derecho humano y que corresponde 
al Estado garantizar su calidad, esto, implica que el Estado no solo debe asegurar 
infraestructura o planes de estudio, sino también la seguridad y dignidad de quienes 
imparten la enseñanza. 

La Ley General de Educación, en su estado actual, no contempla un régimen 
integral y especifico de protección de maestras y maestros frente a agresiones, 
acoso o violencia ejercida en su contra.  



                                                    

                                                                                     DIPUTADO FEDERAL 
JUAN ANTONIO GONZÁLEZ HERNÁNDEZ 

 
 
 

Página 5 de 30 
 

Por otra parte, la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la Ley 
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, tampoco han desarrollado un 
marco protector explícito para el sector docente, a pesar de que la violencia y la 
discriminación hacia maestras y maestros constituyen violaciones directas al 
derecho humano de la educación; y en lo que se refiere al Código Penal Federal, si 
bien existen figuras como las lesiones, las amenazas o el delito de falsedad, no se 
reconoce el carácter agravado de dichas conductas cuando las víctimas son 
maestras y maestros, en el ejercicio de sus funciones. Esto genera impunidad y 
coloca a los docentes en un estatus de vulnerabilidad y de peligro. 

El ejercicio de la docencia constituye una función social de interés público, cuyo fin 
es contribuir al desarrollo integral de las personas y a la construcción de una 
sociedad más justa, democrática y equitativa. No obstante, en los últimos años 
como se mencionó en los casos anteriores se ha registrado un aumento significativo 
de violencia y acoso contra maestras y maestros en todo el territorio nacional, los 
cuales, les han creado un ambiente de psicosis a la violencia, esto altera el ambiente 
de convivencia en las escuelas, reduce la calidad del proceso educativo y, en casos 
extremos, pone en riesgo la integridad de las personas educadoras e incluso su 
vida. A pesar de que existen disposiciones legales generales que protegen la 
integridad de dichas personas, no existen términos específicos que definan 
acciones en contra del fenómeno y que establezcan obligaciones claras para las 
autoridades, las instituciones educativas y la comunidad, que contengan protocolos 
de actuación uniformes y que prevean sanciones proporcionales y efectivas para 
quienes cometan estas conductas. 

Esta idea legislativa, surge de la necesidad de cerrar este vacío normativo, 
reconociendo el derecho de las maestras y los maestros a desempeñar sus 
funciones en un entorno libre de acoso y violencia, así como la responsabilidad del 
Estado de garantizar este derecho como condición indispensable para el derecho a 
la educación de las y los estudiantes. 

En consecuencia, ejercer la profesión de la docencia es una actividad esencial que 
tiene el propósito de formar a las nuevas generaciones y contribuir al desarrollo 
integral de la sociedad. 

Las maestras y los maestros cumplen un papel fundamental en la enseñanza de 
conocimientos, valores y habilidades, por lo que su labor requiere de ser respetada, 
valorada, segura y protegida. 

Estas conductas son cometidas por alumnas y alumnos, madres, padres y tutores, 
integrantes de la comunidad escolar y civil, compañeros de trabajo o personas 
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ajenas a las instituciones educativas; y se manifiestan a través de agresiones 
físicas, amenazas, insultos, difamación, acoso psicológico, ciberacoso, coacciones 
para modificar decisiones pedagógicas o administrativas, violencia física, 
emocional, económica, extorsiones y cualquier otra acción que atente contra la 
dignidad, la integridad o estabilidad laboral, de las personas docentes. 

Esta propuesta, reconoce que el derecho a la educación no se puede garantizar si 
quienes la imparten no cuentan con seguridad en su entorno social y laboral. Se 
trata de un proyecto que integra principios de derechos humanos, perspectiva de 
género y enfoque preventivo, y que se alinea con los compromisos en materia de 
protección y respeto a los derechos de todas las personas. 

Existe un marco jurídico general que protege diversos derechos de las personas 
docentes; sin embargo, dicho marco se encuentra disperso en distintos 
ordenamientos y no establece de manera integral un sistema especifico de 
prevención, atención, protección, denuncia, acompañamientos y reparación frente 
a la violencia y el acoso que pueden sufrir las maestras y los maestros con motivo 
de ejercicio de su función. 

Las conductas se presentan en diversas modalidades: 

-Violencia física. Agresiones que causan lesiones, daños a la integridad corporal 
o ponen en riesgo la vida de las personas docentes. 
 
-Violencia psicológica y moral. Insultos, humillaciones, amenazas, calumnias, 
difamaciones, campañas de desprestigio y tratos abusivos que afectan la 
autoestima, la salud emocional y el bienestar personal. 
 
-Ciberacoso. Uso de tecnologías de la información y la comunicación para 
difundir mensajes ofensivos, falsedades o amenazas, o para generar entornos de 
hostigamiento en espacios digitales. 
 
-Coacciones y violencia laboral. Presiones indebidas para modificar 
calificaciones, cambiar decisiones pedagógicas, alterar procedimientos 
administrativos o aceptar condiciones que afecten el desempeño profesional. 
 

Estas conductas, generan impactos negativos de distinto orden: 

-En las personas víctimas. Problemas de salud física y mental, ansiedad, 
depresión, pérdida de motivación y, en casos graves, abandono de la profesión. 
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-En las instituciones educativas. Deterioro del ambiente de convivencia, 
disminución de la calidad educativa y afectación a la confianza de la comunidad. 
 
-En el sistema educativo en su conjunto. Pérdida de capital humano, afectación 
a la continuidad de los servicios educativos y limitaciones en el desarrollo integral 
de las y los estudiantes. 

 
El objetivo es establecer un marco jurídico integral que defina, prevea, prevenga, 
atienda y sancione el acoso y la violencia contra el personal docente en los niveles 
educativos de preescolar, primaria, secundaria y bachillerato, garantizando el 
derecho de las personas educadoras a desempeñar sus funciones en un entorno 
libre de violencia, así como el respeto a su dignidad, integridad y derechos 
humanos. 
 
En España existe una protección especifica al profesorado, esta legislación llamada 
Autoridad del Profesorado, haciendo mención que en varias comunidades 
autónomas han aprobado sus propias leyes de Autoridad del Profesorado por 
ejemplo, en Madrid cuentan con la Ley de Autoridad del Profesorado que establece 
que los Profesores tienen la condición de autoridad pública en el ejercicio de sus 
funciones y que la administración educativa debe proporcionar protección y 
asistencia jurídica al profesorado.  
 
El Código Penal español establece que se consideran actos de atentando los 
cometidos contra docentes cuando se encuentran ejerciendo sus funciones. España 
tiene una protección que va más allá de una simple política de convivencia escolar, 
determinadas agresiones tienen consecuencias penales agravadas con condición y 
función. 
 
En Chile existe una Ley sobre convivencia, buen trato y bienestar de las 
comunidades educativas, el objetivo es prevenir y erradicar el acoso escolar, la 
discriminación y todo tipo de violencia en centros educativos. 
 
En la legislación chilena se reconoce expresamente la protección de los 
trabajadores de la educación frente a la violencia de terceros. 
 
En Colombia también existe protección al docente a través de una Ley que creo el 
Sistema Nacional de Convivencia Escolar donde crea mecanismos para prevenir y 
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mitigar la violencia escolar. Esta Ley establece que las Instituciones Educativas 
deben garantizar a estudiantes, educadores, directivos, docentes y demás personal 
al respeto a su dignidad e integridad física y moral dentro de la convivencia escolar. 

Dentro de los objetivos importantes que abarca esta propuesta se mencionan los 
siguientes: 

1. La Prevención. Crear en la Ley General de Educación un mandato para 
implementar protocolos de actuación inmediatos en casos de violencia contra 
docentes, así como asistencia psicológica y legal gratuita. 

 
2. El Reconocimiento y la dignidad. Incorporar en la Ley Federal de Derechos 

Humanos y en la Ley General para Prevenir y Eliminar la Discriminación un 
reconocimiento explícito de las maestras y maestros como sujetos de 
protección especial frente a violencia, hostigamiento y acusaciones falsas. 

 
3. Tipificar en el Código Penal Federal delitos específicos como la agresión y 

acoso a docentes, la acusación falsa en su contra, la omisión de auxilio y la 
imposición de penas agravadas. 

Este proyecto se justifica en la necesidad de reconocer que la labor docente es 
fundamental para el desarrollo de la nación y que, por tanto, quienes la ejercen 
tienen derecho a desarrollar sus actividades en condiciones de seguridad, respeto 
y dignidad. 

Por lo anterior propongo el cuadro comparativo con las siguientes propuestas: 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 
TEXTO VIGENTE TEXTO RPOPUESTO 

Artículo 73. En la impartición de 
educación para menores de dieciocho 
años se tomarán medidas reforzadas 
de protección para las y los educandos 
que aseguren el cuidado necesario 
para preservar su integridad física, 
psicológica y social sobre la base del 
respeto a su dignidad, la igualdad 
sustantiva entre mujeres y hombres y el 
respeto a su derecho a una vida libre de 

Artículo 73. En la impartición de 
educación para menores de dieciocho 
años se tomarán medidas reforzadas 
de protección para las y los educandos 
que aseguren el cuidado necesario 
para preservar su integridad física, 
psicológica y social sobre la base del 
respeto a su dignidad, la igualdad 
sustantiva entre mujeres y hombres y el 
respeto a su derecho a una vida libre de 
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violencias, y que la aplicación de la 
disciplina escolar sea compatible con 
su edad, de conformidad con los 
lineamientos que para tal efecto se 
establezcan. 

… 

… 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

violencias, y que la aplicación de la 
disciplina escolar sea compatible con 
su edad, de conformidad con los 
lineamientos que para tal efecto se 
establezcan. 

… 

… 

Artículo 73 Bis.  La autoridad 
educativa deberá brindar 
acompañamiento jurídico, 
psicológico y administrativo al 
personal docente víctima de 
violencia derivada del ejercicio de 
sus funciones. 

Cuando existan indicios de riesgo a 
la integridad del personal educativo, 
la autoridad competente deberá 
emitir medidas urgentes de 
protección dentro de un plazo no 
mayor a veinticuatro horas. 

Para el cumplimiento de esta Ley, las 
instituciones educativas públicas y 
privadas deberán contar con: 

I. Protocolos obligatorios de 
prevención y atención de violencia 
contra el personal docente; 

II. Mecanismos confidenciales y 
expeditos de denuncia; 

III. Medidas cautelares de protección 
inmediata; 
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Artículo 74. Las autoridades 
educativas, en el ámbito de su 
competencia, promoverán la cultura de 
la paz y el derecho a una vida libre de 
violencias, para generar una 
convivencia democrática basada en el 
respeto a la dignidad de las personas, 
con perspectiva de género y de 
derechos humanos. Realizarán 
acciones que favorezcan el sentido de 
comunidad y solidaridad, donde se 
involucren los educandos, los docentes, 
madres y padres de familia o tutores, 
así como el personal de apoyo y 
asistencia a la educación, y con 
funciones directivas o de supervisión 
para prevenir y atender la violencia que 
se ejerza en el entorno escolar. 

Para cumplir con lo establecido en este 
artículo, se llevarán a cabo, entre otras, 
las siguientes acciones: 

IV. Programas permanentes de 
cultura de paz, respeto y resolución 
no violenta de conflictos; 

V. Registro interno de incidentes de 
violencia escolar contra personal 
educativo; y 

VI. Capacitación anual obligatoria en 
prevención de violencia y derechos 
humanos. 

 

Artículo 74. Las autoridades 
educativas, en el ámbito de su 
competencia, promoverán la cultura de 
la paz y el derecho a una vida libre de 
violencias, para generar una 
convivencia democrática basada en el 
respeto a la dignidad de las personas, 
con perspectiva de género y de 
derechos humanos. Realizarán 
acciones que favorezcan el sentido de 
comunidad y solidaridad, donde se 
involucren los educandos, los docentes, 
madres y padres de familia o tutores, 
así como el personal de apoyo y 
asistencia a la educación, y con 
funciones directivas o de supervisión 
para prevenir y atender la violencia que 
se ejerza en el entorno escolar. 

Para cumplir con lo establecido en este 
artículo, se llevarán a cabo, entre otras, 
las siguientes acciones: 
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I. a IX. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 
Artículo 170. Son infracciones de 
quienes prestan servicios educativos: 
 
I. a XXVI. … 

 

 

 

I. a IX. … 

X. Establecer políticas y 
mecanismos para que las maestras y 
maestros tengan derecho a recibir un 
trato digno y respetuoso por parte de 
los integrantes de la comunidad 
educativa, así como el derecho a 
desempeñar sus funciones en un 
entorno libre de violencia, acoso, 
amenazas o cualquier forma de 
agresión que atente contra su 
integridad física, psicológica, moral 
o laboral. 

XI. Las autoridades educativas 
federales, de las entidades 
federativas y municipales, 
implementarán mecanismos 
permanentes de prevención, 
atención y protección frente a 
conductas de violencia ejercidas por 
estudiantes, madres, padres o 
tutores, personal escolar o terceros 
vinculados con la comunidad 
educativa o civil. 

 

Artículo 170. Son infracciones de 
quienes prestan servicios educativos: 

I. a XXVI. … 

Artículo 170 Bis. Se consideran 
infracciones de quienes integran la 
comunidad educativa: 
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I. Agredir física o verbalmente al 
personal docente; 

II. Difundir contenidos digitales 
destinados a humillar, intimidar o 
desacreditar al personal educativo; 

III. Obstaculizar mediante amenazas 
o coacción el ejercicio de funciones 
docentes; 

IV. Promover actos de violencia o 
acoso contra integrantes del sistema 
educativo. 

Las conductas anteriores serán 
sancionadas conforme a la presente 
Ley, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, 
administrativas o penales 
correspondientes. 

 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 
VIOLENCIAS 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 
ARTÍCULO 12.- Constituyen violencia 
docente: aquellas conductas que dañen 
la autoestima de las alumnas con actos 
de discriminación por su sexo, edad, 
condición social, académica, 
limitaciones y/o características físicas, 
que les infligen maestras o maestros. 
 
 
 
 

ARTÍCULO 12.- Constituyen violencia 
docente: aquellas conductas que dañen 
la autoestima de las alumnas con actos 
de discriminación por su sexo, edad, 
condición social, académica, 
limitaciones y/o características físicas, 
que les infligen maestras o maestros. 
Constituyen violencia contra 
mujeres docentes cualquier acción u 
omisión ejercida dentro o con motivo 
del entorno educativo que cause 
daño físico, psicológico, sexual, 
económico, digital o laboral a 
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ARTÍCULO 14. Las entidades 
federativas y la Ciudad de México, en 
función de sus atribuciones, tomarán en 
consideración: 
I. a IV. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ARTÍCULO 38.- El Programa contendrá 
las acciones con perspectiva de género 
para: 

I. a XIII. … 
 

 
 

mujeres que desempeñen funciones 
docentes o educativas. 
 
 
ARTÍCULO 14. Las entidades 
federativas y la Ciudad de México, en 
función de sus atribuciones, tomarán 
en consideración: 
 
I. a IV. … 
 
V. Implementar mecanismos 
permanentes de prevención, 
atención y protección a las mujeres 
docentes frente a conductas de 
violencia o acoso ejercidas por 
estudiantes, madres, padres, tutores 
o terceros vinculados con la 
comunidad educativa o civil. 
 
 
 
 
ARTÍCULO 38.- El Programa contendrá 
las acciones con perspectiva de género 
para: 
I. a XIII. … 
 
ARTÍCULO 38 Bis. Las entidades 
federativas establecerán protocolos 
especializados de atención 
inmediata, vinculados al programa 
del artículo 38, para atender a 
mujeres docentes víctimas de 
violencia, garantizando con esto: 
 
I.  Protección laboral; 
II. Atención psicológica; 
III. Asistencia jurídica gratuita; 
IV. Medidas de no repetición; 
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V. Salvaguarda de datos personales 
y reputación profesional. 

 

LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 
TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 6o.- La Comisión Nacional 
tendrá las siguientes atribuciones: 

 I. … 

II. … 

… 

… 

III. a XI. … 

XI BIS. … 

XII. … 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 15.- El Presidente de la 
Comisión Nacional tendrá las 
siguientes facultades y obligaciones: 
 
I. a XII. … 

Artículo 6o.- La Comisión Nacional 
tendrá las siguientes atribuciones: 

I. … 

II. … 

… 

… 

III. a XI. … 

XI BIS. … 

XII. … 

XIII. Conocer, investigar y emitir 
recomendaciones respecto de actos 
u omisiones de autoridades 
educativas que toleren, encubran o 
permitan violencia sistemática 
contra personal docente o educativo. 

 

 

Artículo 15.- El Presidente de la 
Comisión Nacional tendrá las 
siguientes facultades y obligaciones: 
 
I. a XII. … 
 

Artículo 15 Bis. La Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos 
deberá crear un Programa Especial 
de Protección de los Derechos 
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Humanos del Personal Educativo, 
orientado a: 

I. Documentar casos de violencia y 
acoso; 

II. Emitir diagnósticos nacionales; 

III. Formular recomendaciones 
públicas; 

IV. Diseñar políticas preventivas; 

V. Coordinar acciones entre 
autoridades educativas y de 
seguridad. 

 

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN 
TEXTO ACTUAL TEXTO PROPUESTO 

Artículo 9.- Con base en lo establecido 
en el artículo primero constitucional y el 
artículo 1, párrafo segundo, fracción III 
de esta Ley se consideran como 
discriminación, entre otras: 

I. a XXII. … 

XXII BIS. … 

XXII TER. … 

XXIII. a XXXV. … 

 

 

 

 

 

 

Artículo 9.- Con base en lo establecido 
en el artículo primero constitucional y el 
artículo 1, párrafo segundo, fracción III 
de esta Ley se consideran como 
discriminación, entre otras: 

I. a XXII. … 

XXII BIS. … 

XXII TER. … 

XXIII. a XXXV. … 

 
Artículo 9  Bis.- Se considerará como 
conducta discriminatoria: 
Ejercer violencia, acoso, 
humillación, desprestigio o 
exclusión contra personas docentes 
o integrantes del sistema educativo 
por razón de su profesión, género, 
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Artículo 15 Bis.- … 

Artículo 15 Ter.- … 

Artículo 15 Quáter.-  … 

I. a VIII. … 

Artículo 15 Quintus.-  … 

Artículo 15 Sextus.-  … 

I. a V. … 

Artículo 15 Séptimus.-  … 

Artículo 15 Octavus.-  … 

Artículo 15 Novenus.-  … 

 

edad, apariencia, condición social, 
opiniones pedagógicas o ejercicio 
legítimo de la autoridad académica. 
 
Artículo 15 Bis-  … 

Artículo 15 Ter.- … 

Artículo 15 Quáter.-  … 

I. a VIII. … 

Artículo 15 Quintus.-  … 

Artículo 15 Sextus.-  … 

I. a V. … 

Artículo 15 Séptimus.-  … 

Artículo 15 Octavus.-  … 

Artículo 15 Novenus.- … 
 
Artículo 15 Décimus.- Las 
autoridades educativas y laborales 
deberán implementar medidas 
afirmativas destinadas a prevenir 
prácticas discriminatorias, violencia 
y acoso contra el personal docente 
dentro de instituciones educativas 
públicas y privadas. 

 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 
TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 57. Incurrirá en abuso de 
funciones la persona servidora o 
servidor público que ejerza atribuciones 
que no tenga conferidas o se valga de 
las que tenga, para realizar o inducir 
actos u omisiones arbitrarios, para 
generar un beneficio para sí o para las 

Artículo 57. Incurrirá en abuso de 
funciones la persona servidora o 
servidor público que ejerza atribuciones 
que no tenga conferidas o se valga de 
las que tenga, para realizar o inducir 
actos u omisiones arbitrarios, para 
generar un beneficio para sí o para las 
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personas a las que se refiere el artículo 
52 de esta Ley o para causar perjuicio a 
alguna persona o al servicio público; así 
como cuando realiza por sí o a través 
de un tercero, alguna de las conductas 
descritas en el artículo 20 Ter, de la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 64. Los Servidores Públicos 
responsables de la investigación, 
substanciación y resolución de las 
Faltas administrativas incurrirán en 
obstrucción de la justicia cuando: 

I. a III. … 

… 

Artículo 64 Bis. … 

Artículo 64 Ter. … 

Artículo 64 Quáter. … 

personas a las que se refiere el artículo 
52 de esta Ley o para causar perjuicio a 
alguna persona o al servicio público; así 
como cuando realiza por sí o a través 
de un tercero, alguna de las conductas 
descritas en el artículo 20 Ter, de la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia. 

 
Artículo 57 Bis. Incurrirá en falta 
administrativa la persona servidora o 
servidor público que: 
I. Omita atender denuncias de 
violencia contra personal docente; 
II. Encubra agresiones o actos de 
hostigamiento; 
III. Filtre información confidencial 
relacionada con denuncias; 
IV. Ejecute represalias contra 
docentes denunciantes; 
V. Tolere ambientes institucionales 
de violencia sistemática 

 

 

Artículo 64. Los Servidores Públicos 
responsables de la investigación, 
substanciación y resolución de las 
Faltas administrativas incurrirán en 
obstrucción de la justicia cuando: 

I. a III. … 

… 

Artículo 64 Bis. … 

Artículo 64 Ter. … 

Artículo 64 Quáter. … 
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Artículo 64 Quinquies. Las 
autoridades substanciadoras 
deberán otorgar prioridad y medidas 
de protección a procedimientos 
relacionados con violencia contra 
personal educativo cuando exista 
riesgo a la integridad física, 
psicológica o laboral de la víctima. 

 

CÓDIGO PENAL FEDERAL 
TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 282.- Se aplicará sanción de 
tres días a un año de prisión o de 180 a 
360 días multa: 
I. a II. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
… 
… 
 

Artículo 282.- Se aplicará sanción de 
tres días a un año de prisión o de 180 a 
360 días multa: 
I. a II. … 
III. Al que cometa en contra de 
personal docente, con motivo del 
ejercicio de sus funciones, la pena se 
aumentará hasta en una mitad y 
cuando la persona agresora sea 
menor de edad, se garantice la 
reparación integral del daño, sin 
perjuicio de las responsabilidades 
civiles que correspondan a quienes 
ejerzan la patria potestad o tutela.  
Para efectos de este artículo se 
entiende por personal docente a las 
personas que desempeñan 
funciones y actividades de 
enseñanza y orientación educativa, 
de conformidad con la legislación 
aplicable. 
… 
… 
… 
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Artículo 298.- Al responsable de una 
lesión calificada se le aumentará la 
sanción hasta el doble de la que 
corresponda por la lesión simple 
causada. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 315 Bis.- Se impondrá la pena 
del artículo 320 de este Código, cuando 
el homicidio sea cometido 
intencionalmente, a propósito de una 
violación o un robo por el sujeto activo 
de éstos, contra su víctima o víctimas. 
… 
 

Artículo 298.- Al responsable de una 
lesión calificada se le aumentará la 
sanción hasta el doble de la que 
corresponda por la lesión simple 
causada. 
Cuando las lesiones se cometan en 
contra de personal docente, con 
motivo del ejercicio de sus 
funciones, la pena se aumentará 
hasta en una mitad, y cuando la 
persona agresora sea menor de 
edad, se garantice la reparación 
integral del daño, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles que 
correspondan a quienes ejerzan la 
patria potestad o tutela. 
Cuando alguna de las circunstancias 
que califican las lesiones conforme 
este Código, se aplicará lo 
correspondiente de la pena a lo 
proporcional de la gravedad del daño 
ocasionado a la víctima. 
 
 
Artículo 315 Bis.- Se impondrá la pena 
del artículo 320 de este Código, cuando 
el homicidio sea cometido 
intencionalmente, a propósito de una 
violación o un robo por el sujeto activo 
de éstos, contra su víctima o víctimas. 
… 
También se aplicará la pena al que 
cometa en contra de personal 
docente, con motivo del ejercicio de 
sus funciones, sin perjuicio del 
régimen jurídico aplicable conforme 
la edad de la persona responsable. 
Para efectos de este artículo se 
entiende por personal docente a las 
personas que desempeñan 
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funciones y actividades de 
enseñanza y orientación educativa, 
de conformidad con la legislación 
aplicable. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta honorable 
asamblea el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE 
EDUCACIÓN, DE LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA 
VIDA LIBRE DE VIOLENCIAS, DE LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE 
LOS DERECHOS HUMANOS, DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y 
ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN, DE LA LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS Y DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL; 
EN MATERIA DE PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y SANCIÓN DEL ACOSO Y 
VIOLENCIA CONTRA EL PERSONAL DOCENTE EN LOS NIVELES 
EDUCATIVOS DE PREESCOLAR, PRIMARIA, SECUNDARIA, BACHILLERATO 
Y SUBSISTEMAS EQUIVALENTES, PÚBLICOS Y PRIVADOS; PARA QUEDAR 
COMO SIGUE: 

 

PRIMERO: De la Ley General de Educación. Se adiciona un artículo 73 Bis, se 
adiciona una fracción X y XI al artículo 74 y se adiciona un artículo 170 Bis; para 
quedar como sigue: 

Artículo 73. En la impartición de educación para menores de dieciocho años se 
tomarán medidas reforzadas de protección para las y los educandos que aseguren 
el cuidado necesario para preservar su integridad física, psicológica y social sobre 
la base del respeto a su dignidad, la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres y 
el respeto a su derecho a una vida libre de violencias, y que la aplicación de la 
disciplina escolar sea compatible con su edad, de conformidad con los lineamientos 
que para tal efecto se establezcan. 

… 
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… 

Artículo 73 Bis.  La autoridad educativa deberá brindar acompañamiento 
jurídico, psicológico y administrativo al personal docente víctima de violencia 
derivada del ejercicio de sus funciones. 

Cuando existan indicios de riesgo a la integridad del personal educativo, la 
autoridad competente deberá emitir medidas urgentes de protección dentro 
de un plazo no mayor a veinticuatro horas. 

Para el cumplimiento de esta Ley, las instituciones educativas públicas y 
privadas deberán contar con: 

I. Protocolos obligatorios de prevención y atención de violencia contra el 
personal docente; 

II. Mecanismos confidenciales y expeditos de denuncia; 

III. Medidas cautelares de protección inmediata; 

IV. Programas permanentes de cultura de paz, respeto y resolución no violenta 
de conflictos; 

V. Registro interno de incidentes de violencia escolar contra personal 
educativo; y 

VI. Capacitación anual obligatoria en prevención de violencia y derechos 
humanos. 

 

Artículo 74. Las autoridades educativas, en el ámbito de su competencia, 
promoverán la cultura de la paz y el derecho a una vida libre de violencias, para 
generar una convivencia democrática basada en el respeto a la dignidad de las 
personas, con perspectiva de género y de derechos humanos. Realizarán acciones 
que favorezcan el sentido de comunidad y solidaridad, donde se involucren los 
educandos, los docentes, madres y padres de familia o tutores, así como el personal 
de apoyo y asistencia a la educación, y con funciones directivas o de supervisión 
para prevenir y atender la violencia que se ejerza en el entorno escolar. 
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Para cumplir con lo establecido en este artículo, se llevarán a cabo, entre otras, las 
siguientes acciones: 

I. a IX. … 

X. Establecer políticas y mecanismos para que las maestras y maestros 
tengan derecho a recibir un trato digno y respetuoso por parte de los 
integrantes de la comunidad educativa, así como el derecho a desempeñar 
sus funciones en un entorno libre de violencia, acoso, amenazas o cualquier 
forma de agresión que atente contra su integridad física, psicológica, moral o 
laboral. 

XI. Las autoridades educativas federales, de las entidades federativas y 
municipales, implementarán mecanismos permanentes de prevención, 
atención y protección frente a conductas de violencia ejercidas por 
estudiantes, madres, padres o tutores, personal escolar o terceros vinculados 
con la comunidad educativa o civil. 

 

Artículo 170. Son infracciones de quienes prestan servicios educativos: 

I. a XXVI. … 

Artículo 170 Bis. Se consideran infracciones de quienes integran la 
comunidad educativa: 

I. Agredir física o verbalmente al personal docente; 

II. Difundir contenidos digitales destinados a humillar, intimidar o desacreditar 
al personal educativo; 

III. Obstaculizar mediante amenazas o coacción el ejercicio de funciones 
docentes; 

IV. Promover actos de violencia o acoso contra integrantes del sistema 
educativo. 

Las conductas anteriores serán sancionadas conforme a la presente Ley, sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles, administrativas o penales 
correspondientes. 
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SEGUNDO: De la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencias. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 12, se adiciona una fracción 
V al artículo 14 y se adiciona un artículo 38 Bis; para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 12.- Constituyen violencia docente: aquellas conductas que dañen la 
autoestima de las alumnas con actos de discriminación por su sexo, edad, condición 
social, académica, limitaciones y/o características físicas, que les infligen maestras 
o maestros. 

Constituyen violencia contra mujeres docentes cualquier acción u omisión 
ejercida dentro o con motivo del entorno educativo que cause daño físico, 
psicológico, sexual, económico, digital o laboral a mujeres que desempeñen 
funciones docentes o educativas. 

 

ARTÍCULO 14. Las entidades federativas y la Ciudad de México, en función de 
sus atribuciones, tomarán en consideración: 

I. a IV. … 

V. Implementar mecanismos permanentes de prevención, atención y 
protección a las mujeres docentes frente a conductas de violencia o acoso 
ejercidas por estudiantes, madres, padres, tutores o terceros vinculados con 
la comunidad educativa o civil. 

 

ARTÍCULO 38.- El Programa contendrá las acciones con perspectiva de género 
para: 

I. a XIII. … 

 

ARTÍCULO 38 Bis. Las entidades federativas establecerán protocolos 
especializados de atención inmediata, vinculados al programa del artículo 38, 
para atender a mujeres docentes víctimas de violencia, garantizando con esto: 

I.  Protección laboral; 

II. Atención psicológica; 

III. Asistencia jurídica gratuita; 
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IV. Medidas de no repetición; 

V. Salvaguarda de datos personales y reputación profesional. 

 

TERCERO: De la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se 
adiciona una fracción XIII al artículo 6 y se adiciona un artículo 15 Bis.  

Artículo 6o.- La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. … 

II. … 

… 

… 

III. a XI. … 

XI BIS. … 

XII. … 

XIII. Conocer, investigar y emitir recomendaciones respecto de actos u 
omisiones de autoridades educativas que toleren, encubran o permitan 
violencia sistemática contra personal docente o educativo. 

 

Artículo 15.- El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades 
y obligaciones: 

I. a XII. … 

 

Artículo 15 Bis. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos deberá crear 
un Programa Especial de Protección de los Derechos Humanos del Personal 
Educativo, orientado a: 

I. Documentar casos de violencia y acoso; 

II. Emitir diagnósticos nacionales; 

III. Formular recomendaciones públicas; 
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IV. Diseñar políticas preventivas; 

V. Coordinar acciones entre autoridades educativas y de seguridad. 

 

CUARTO: De la Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Se adiciona un 
artículo 9 Bis y se adiciona un artículo 15 Décimus; para quedar como sigue: 

Artículo 9.- Con base en lo establecido en el artículo primero constitucional y el 
artículo 1, párrafo segundo, fracción III de esta Ley se consideran como 
discriminación, entre otras: 

I. a XXII. … 

XXII BIS. … 

XXII TER. … 

XXIII. a XXXV. … 

 

Artículo 9  Bis.- Se considerará como conducta discriminatoria: 

Ejercer violencia, acoso, humillación, desprestigio o exclusión contra 
personas docentes o integrantes del sistema educativo por razón de su 
profesión, género, edad, apariencia, condición social, opiniones pedagógicas 
o ejercicio legítimo de la autoridad académica. 

 

Artículo 15 Bis-  … 

Artículo 15 Ter.- … 

Artículo 15 Quáter.-  … 

I. a VIII. … 

Artículo 15 Quintus.-  … 

Artículo 15 Sextus.-  … 

I. a V. … 

Artículo 15 Séptimus.-  … 

Artículo 15 Octavus.-  … 
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Artículo 15 Novenus.- … 

Artículo 15 Décimus.- Las autoridades educativas y laborales deberán 
implementar medidas afirmativas destinadas a prevenir prácticas 
discriminatorias, violencia y acoso contra el personal docente dentro de 
instituciones educativas públicas y privadas. 

 

QUINTO: De la Ley General de Responsabilidades Administrativas. Se adiciona 
un artículo 57 Bis y se adiciona un artículo 64 Quinquies; para quedar como sigue: 

Artículo 57. Incurrirá en abuso de funciones la persona servidora o servidor público 
que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para 
realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o 
para las personas a las que se refiere el artículo 52 de esta Ley o para causar 
perjuicio a alguna persona o al servicio público; así como cuando realiza por sí o a 
través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 20 Ter, de la 
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 

 

Artículo 57 Bis. Incurrirá en falta administrativa la persona servidora o 
servidor público que: 

I. Omita atender denuncias de violencia contra personal docente; 

 

II. Encubra agresiones o actos de hostigamiento; 

III. Filtre información confidencial relacionada con denuncias; 

IV. Ejecute represalias contra docentes denunciantes; 

V. Tolere ambientes institucionales de violencia sistemática 

 

Artículo 64. Los Servidores Públicos responsables de la investigación, 
substanciación y resolución de las Faltas administrativas incurrirán en obstrucción 
de la justicia cuando: 

I. a III. … 

… 
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Artículo 64 Bis. … 

Artículo 64 Ter. … 

Artículo 64 Quáter. … 

Artículo 64 Quinquies. Las autoridades substanciadoras deberán otorgar 
prioridad y medidas de protección a procedimientos relacionados con 
violencia contra personal educativo cuando exista riesgo a la integridad física, 
psicológica o laboral de la víctima. 

 

SEXTO: Del Código Penal Federal. Se adiciona una fracción III al artículo 282, se 
adiciona un segundo y tercer párrafo al artículo 298 y se adiciona un tercer y cuarto 
párrafo al artículo 315 Bis; para quedar como sigue: 

Artículo 282.- Se aplicará sanción de tres días a un año de prisión o de 180 a 360 
días multa: 

I. a II. … 

III. Al que cometa en contra de personal docente, con motivo del ejercicio de 
sus funciones, la pena se aumentará hasta en una mitad y cuando la persona 
agresora sea menor de edad, se garantice la reparación integral del daño, sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles que correspondan a quienes ejerzan 
la patria potestad o tutela.  
Para efectos de este artículo se entiende por personal docente a las personas 
que desempeñan funciones y actividades de enseñanza y orientación 
educativa, de conformidad con la legislación aplicable. 

… 

… 

… 

 

Artículo 298.- Al responsable de una lesión calificada se le aumentará la sanción 
hasta el doble de la que corresponda por la lesión simple causada. 

Cuando las lesiones se cometan en contra de personal docente, con motivo 
del ejercicio de sus funciones, la pena se aumentará hasta en una mitad, y 
cuando la persona agresora sea menor de edad, se garantice la reparación 
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integral del daño, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que 
correspondan a quienes ejerzan la patria potestad o tutela. 
Cuando alguna de las circunstancias que califican las lesiones conforme este 
Código, se aplicará lo correspondiente de la pena a lo proporcional de la 
gravedad del daño ocasionado a la víctima. 
 

Artículo 315 Bis.- Se impondrá la pena del artículo 320 de este Código, cuando el 
homicidio sea cometido intencionalmente, a propósito de una violación o un robo 
por el sujeto activo de éstos, contra su víctima o víctimas. 

… 

También se aplicará la pena al que cometa en contra de personal docente, con 
motivo del ejercicio de sus funciones, sin perjuicio del régimen jurídico 
aplicable conforme la edad de la persona responsable. 

Para efectos de este artículo se entiende por personal docente a las personas 
que desempeñan funciones y actividades de enseñanza y orientación 
educativa, de conformidad con la legislación aplicable. 
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TRANSITORIOS. 

 

 

 

UNICO- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 

 

  

 

 

 

 

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 07 de septiembre de 2026. 

 

 

 

 

 

 

 

 
DIP. FED. JUAN ANTONIO GONZÁLEZ HERNÁNDEZ 

GRUPO PARLAMENTARIO MORENA 
LXVI LEGISLATURA 
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FUENTES 
 
 

Consultado en: 
https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_abstract&pid=S2007-
74672025000100195&lng=es&nrm=iso 

 

Consultado en: https://www.ilo.org/es/temas/violencia-y-el-acoso-en-el-mundo-del-
trabajo 

 

Consultado en: https://www.infobae.com/mexico/2023/10/05/coahuila-y-otros-
cinco-casos-de-alumnos-que-apunalaron-a-sus-maestros/ 

 

Consultado en: https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2010-20015 

 

Consultado en: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1222799 

 

Consultado en: 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=52287 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN 

MATERIA DEL MODELO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL GERIÁTRICA. 

 

La que suscribe, Diputada María Fabiola Karina Pérez Popoca, integrante del 

Grupo Parlamentario de MORENA en la LXVI Legislatura del Honorable Congreso 

de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos, 6o. fracción I, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta 

Soberanía la siguiente Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona una 

fracción XIV al artículo 6o, se adiciona una fracción XIV Quater al artículo 7o, se 

reforma la fracción XI del artículo 27, se adiciona el Capítulo V Bis, se adiciona el 

artículo 66 Bis, se adiciona el artículo 66 Bis 1, se adiciona el artículo 66 Bis 2, y se 

adiciona el artículo 66 Bis 3 de la Ley General de Salud, en materia del Modelo 

Nacional de Atención Integral Geriátrica, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

“Vi tus manos marcadas por el tiempo, las arrugas de tu frente, tu pelo cano,                                                                   

y solo pude pensar que eres la viva imagen de la experiencia,                                   

del conocimiento puro, mi raíz, mis cimientos, mi orgullo…                                                     

que mi lucha sea para que vivas una etapa digna,                                                          

de respeto a tu persona y a tu legado” 

 

1) Marco jurídico 



 

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

El artículo 4o., párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos reconoce el derecho de toda persona a la protección de la salud, 

mientras que su párrafo décimo octavo establece el derecho de las personas 

mayores de sesenta y cinco años a recibir por parte del Estado una pensión no 

contributiva. Ambas disposiciones, leídas de manera conjunta, sustentan la 

obligación estatal de garantizar no sólo un ingreso mínimo, sino también servicios 

de salud especializados y accesibles para la etapa de la vejez. 

 

• Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 

Humanos de las Personas Mayores. 

 

El 10 de enero de 2023 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto 

por el que el Estado mexicano ratificó la Convención Interamericana sobre la 

Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, tal como se 

observa en su artículo Único: 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se aprueba la Convención Interamericana sobre 

la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, 

adoptada en Washington D.C., Estados Unidos de América, el 15 

de junio de 2015. 

Instrumento que, a partir de su ratificación, forma parte del parámetro de regularidad 

constitucional en términos del artículo 1o. de la Constitución. La Convención 

reconoce, desde el preámbulo principios y derechos de las personas adultas 

mayores, destacando para efectos de la presente Iniciativa, lo siguiente: 



 

“Reconociendo que la persona, a medida que envejece, debe seguir 

disfrutando de una vida plena, independiente y autónoma, con salud, 

seguridad, integración y participación activa en las esferas económica, social, 

cultural y política de sus sociedades;  

Reconociendo también la necesidad de abordar los asuntos de la vejez y el 

envejecimiento desde una perspectiva de derechos humanos que reconoce 

las valiosas contribuciones actuales y potenciales de la persona mayor al 

bienestar común, a la identidad cultural, a la diversidad de sus comunidades, 

al desarrollo humano, social y económico y a la erradicación de la pobreza;” 

En esta normativa Internacional, el artículo 19 señala: 

“Derecho a la salud. 

La persona mayor tiene derecho a su salud física y mental, sin ningún tipo 

de discriminación. Los Estados Parte deberán diseñar e implementar 

políticas públicas intersectoriales de salud orientadas a una atención integral 

que incluya la promoción de la salud, la prevención y la atención de la 

enfermedad en todas las etapas, y la rehabilitación y los cuidados paliativos 

de la persona mayor a fin de propiciar el disfrute del más alto nivel de 

bienestar, físico, mental y social. Para hacer efectivo este derecho, los 

Estados Parte se comprometen a tomar las siguientes medidas: 

Asegurar la atención preferencial y el acceso universal, equitativo y oportuno 

en los servicios integrales de salud de calidad basados en la atención 

primaria, y aprovechar la medicina tradicional, alternativa y complementaria, 

de conformidad con la legislación nacional y con los usos y costumbres. 



 

 Formular, implementar, fortalecer y evaluar políticas públicas, planes y 

estrategias para fomentar un envejecimiento activo y saludable.  

Fomentar políticas públicas sobre salud sexual y reproductiva de la persona 

mayor.  

Fomentar, cuando corresponda, la cooperación internacional en cuanto al 

diseño de políticas públicas, planes, estrategias y legislación, y el intercambio 

de capacidades y recursos para ejecutar planes de salud para la persona 

mayor y su proceso de envejecimiento.  

Fortalecer las acciones de prevención a través de las autoridades de salud 

y la prevención de enfermedades, incluyendo la realización de cursos de 

educación, el conocimiento de las patologías y opinión informada de la 

persona mayor en el tratamiento de enfermedades crónicas y otros 

problemas de salud.  

Garantizar el acceso a beneficios y servicios de salud asequibles y de 

calidad para la persona mayor con enfermedades no transmisibles y 

transmisibles, incluidas aquellas por transmisión sexual. Fortalecer la 

implementación de políticas públicas orientadas a mejorar el estado 

nutricional de la persona mayor. Promover el desarrollo de servicios socio-

sanitarios integrados especializados para atender a la persona mayor con 

enfermedades que generan dependencia, incluidas las crónico-

degenerativas, las demencias y la enfermedad de Alzheimer. 

Fortalecer las capacidades de los trabajadores de los servicios de salud, 

sociales y socio-sanitarios integrados y de otros actores, en relación con la 

atención de la persona mayor, teniendo en consideración los principios 

contenidos en la presente Convención.  



 

Promover y fortalecer la investigación y la formación académica profesional 

y técnica especializada en geriatría, gerontología y cuidados paliativos. 

Formular, adecuar e implementar, según la legislación vigente en cada país, 

políticas referidas a la capacitación y aplicación de la medicina tradicional, 

alternativa y complementaria, en relación con la atención integral de la 

persona mayor.  

Promover las medidas necesarias para que los servicios de cuidados 

paliativos estén disponibles y accesibles para la persona mayor, así como 

para apoyar a sus familias.  

Garantizar a la persona mayor la disponibilidad y el acceso a los 

medicamentos reconocidos como esenciales por la Organización Mundial de 

la Salud, incluyendo los fiscalizados necesarios para los cuidados paliativos.  

Garantizar a la persona mayor el acceso a la información contenida en sus 

expedientes personales, sean físicos o digitales.  

Promover y garantizar progresivamente, y de acuerdo con sus capacidades, 

el acompañamiento y la capacitación a personas que ejerzan tareas de 

cuidado de la persona mayor, incluyendo familiares, con el fin de procurar su 

salud y bienestar. 

La sustitución del modelo asistencialista por uno de derechos plenos, eje central de 

la Convención, exige precisamente un mecanismo institucional como el que se 

propone en esta iniciativa, en donde se pueda incluir este artículo 19 en su totalidad 

y cumplir no solamente con las obligaciones adquiridas, sino también con los 

compromisos adquiridos con las personas adultas mayores de nuestro país. 

 



 

• Década del Envejecimiento saludable 2020-2030. OMS 

Se refiere al documento que expone el plan para la Década del Envejecimiento 

Saludable 2020-2030, que consistirá en diez años de colaboración concertada, 

catalizadora y sostenida. Las personas mayores serán el eje central del plan, que 

aunará los esfuerzos de los gobiernos, la sociedad civil, los organismos 

internacionales, los profesionales, las instituciones académicas, los medios de 

comunicación y el sector privado en aras de mejorar la vida de estas personas, así 

como las de sus familias y comunidades. Se trata del segundo plan de acción de la 

Estrategia mundial de la OMS sobre el envejecimiento y la salud, que desarrolla el 

Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento de las Naciones 

Unidas y se ajusta al calendario de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 1 

La buena salud añade vida a los años. Las oportunidades que se abren con el 

aumento de la longevidad dependen en gran medida del envejecimiento saludable  

Cuando las personas viven estos años adicionales con buena salud y continúan 

participando en la vida de las familias y las comunidades como una parte integral 

de ellas, contribuyen al fortalecimiento de las sociedades; sin embargo, si estos 

años adicionales están dominados por la mala salud, el aislamiento social o la 

dependencia de cuidados, las implicaciones para las personas mayores y para el 

conjunto de la sociedad son mucho más negativas.2 

En el mismo documento, remite una radiografía muy amplia de la situación al 

momento de elaboración de dicho documento. 3 

 
1 OMS. Década del Envejecimiento Saludable 2020-2030. Disponible en 
https://cdn.who.int/media/docs/default-source/decade-of-healthy-ageing/decade-proposal-final-
apr2020rev-es.pdf?sfvrsn=b4b75ebc_28&download=true 
2 Ídem.  
3 Ídem.  



 

 

Así mismo, establece entre los principios rectores, las Alianzas con múltiples partes 

interesadas, que está enfocado a impulsar las alianzas entre múltiples partes 

interesadas para compartir conocimientos, experiencia, tecnología y recursos. 

Así mismo, dicho documento tiene un apartado relacionado con la agenda 2030, 

enfocada a personas adultas mayores, en los siguientes términos en materia de 

salud y bienestar: 



 

 

En conclusión, la presente iniciativa, está acorde al marco internacional, y a los 

objetivos de la Agenda 2030. 

 

• Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores. 

Esta Ley reconoce en su artículo 5 el derecho de las personas adultas mayores a la 

prestación de servicios públicos de salud integrales y de calidad en todas las 

actividades de atención médica, tal como se observa a continuación: 

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley tiene por 

objeto garantizar a las personas adultas mayores los siguientes derechos: 

III.  De la protección de la salud, la alimentación y la familia: 

a.  A tener acceso a los satisfactores necesarios, considerando 

alimentos, bienes, servicios y condiciones humanas o materiales para su 

atención integral. 

b.  A tener acceso preferente a los servicios de salud, de 

conformidad con el párrafo tercero del artículo 4o. Constitucional y en 

los términos que señala el artículo 18 de esta Ley, con el objeto de que 

gocen cabalmente del derecho a su  



 

sexualidad, bienestar físico, mental y psicoemocional. 

c.  A recibir orientación y capacitación en materia de salud, 

nutrición e higiene, así como a todo aquello que favorezca su cuidado 

personal. 

d.  A desarrollar y fomentar la capacidad funcional que les permita 

ejecutar sus tareas y desempeñar sus roles sociales. 

… 

La presente iniciativa retoma este mandato para dotarlo de un mecanismo operativo, 

con etapas y responsables definidos, del que hoy carece. 

• Ley General de Salud. 

El artículo 27, fracción XI, de la Ley General de Salud incluye expresamente la 

atención médica a las personas adultas mayores en áreas de salud geriátrica entre 

los servicios básicos de salud que se garantizarán con base en las prioridades del 

Sistema Nacional de Salud. 

• Normas Oficiales Mexicanas 

NOM-031-SSA3-2012: Asistencia social - prestación de servicios en estancias, 

casas hogar, albergues, residencias de día. 

NOM-167-SSA1-1997: Asistencia social para adultos mayores en situación de 

desamparo 

NOM-004-SSA3-2012: Expediente clínico 

NOM-015-SSA3-2012: Cuidados paliativos 



 

NOM-030-SSA2-2009: Detección y control de hipertensión/diabetes en adulto 

mayor 

NOM-048-SSA2-2007: Trastornos de la audición y sordera en adulto mayor 

 

2) Contexto de la situación actual de las personas adultas mayores en 

México 

 

De acuerdo al Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores, 4 se prevé que 

para el año 2030 el país alcance una etapa representada por más personas 

mayores (14.96%) que jóvenes (0 a 14 años) y para el año 2070 el porcentaje de 

personas mayores sea del 34.2%. 

Diversos organismos han desarrollado proyecciones demográficas que permiten 

dimensionar este fenómeno. De acuerdo con las estimaciones más recientes por el 

Consejo Nacional de Población (CONAPO, 2025), en México existen 17,121,580 

millones de personas adultas mayores, representando el 12.8 % de la población 

total. Se prevé que para el año 2030 el país alcance una etapa representada por 

más personas mayores (14.96%) que jóvenes (0 a 14 años) y para el año 2070 el 

porcentaje de personas mayores sea del 34.2%. 

Durante décadas, México fue considerado un país de jóvenes, en el año 2000, la 

edad mediana era de 22 años, hoy, ha subido a 30.5 años y se proyecta que para 

2050 será de 43 años. La disminución de la tasa de natalidad, el aumento de la 

 
4 INAPAM. “Proyecciones demográficas de un México que envejece”. Disponible en 
https://www.gob.mx/inapam/articulos/proyecciones-demograficas-de-un-mexico-que-envejece 
 



 

esperanza de vida y la mejora en los servicios de salud han contribuido a este 

fenómeno. 

En el año 2024, la mayoría de las entidades federativas de México (27 en total) se 

ubicaron en la etapa moderada-avanzada de envejecimiento demográfico, mientras 

que, el Estado de México, Ciudad de México, Veracruz y Morelos se posicionaron 

en la etapa avanzada. Si las tendencias continúan, se estima que en un plazo de 6 

años el Estado de México y Ciudad de México se conviertan en las entidades con 

el mayor porcentaje de personas mayores en México, pasando a más del 21% en 

el año 2030, alcanzando así la etapa muy avanzada del proceso de envejecimiento 

demográfico. 

Paralelamente, el país enfrenta una marcada feminización del envejecimiento, es 

decir una mayor proporción de mujeres adultas mayores en comparación con los 

hombres. Este fenómeno se explica por factores biológicos como la mayor 

esperanza de vida en las mujeres (78.9 años en 2024), pero también por aspectos 

sociales y estructurales, como la elevada mortalidad de los hombres en edades 

jóvenes y adultas (frecuentemente asociada a accidentes, violencia o 

enfermedades), así como por cuestiones relacionadas con la migración. Estas 

proyecciones dejan entrever que el crecimiento de la población de personas 

mayores será sostenido y acelerado en las próximas décadas, por lo que resulta 

indispensable adoptar medidas que garanticen el bienestar y la salud de las 

personas mayores, incrementando no solo la esperanza de vida al nacer, sino la 

esperanza de vida saludable con una perspectiva de equidad de género, que 

permita a mujeres y hombres envejecer con dignidad y en igualdad de condiciones, 

a lo largo de todo su curso de vida.5 

 
5 Ídem. 



 

 

 

En 2024, la Encuesta Nacional sobre Salud y Envejecimiento en México (ENASEM) 

estimó una población de 32 millones de personas de 50 años y más: 52.8 % 

correspondió a mujeres y 47.2 %, a hombres. La distribución por grupos decenales 

indica que entre los 50 y 59 años se concentró el porcentaje más alto: 44.0 % 

correspondió a mujeres y 45.0 %, a hombres. El porcentaje se redujo gradualmente 

conforme aumentó la edad, lo que se alinea con los procesos de envejecimiento y 

mortalidad característicos de la población.6 

 

 
6 INEGI. Reporte de resultados, Encuesta Nacional Sobre Salud Y Envejecimiento En México (ENASEM) 2024 
8 de abril de 2026. Disponible en 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2026/enasem/ENASEM_24_RR.pdf 



 

En 2024, la mayoría de las personas adultas realizó algún tipo de cuidados 

preventivos para su salud. En todos los tipos de cuidados, el porcentaje de mujeres 

que los realizaron fue mayor que el de los hombres. El cuidado preventivo más 

común fue prueba de hipertensión, con 70.4 % para mujeres y 57.0 % para hombres. 

Siguieron prueba para diabetes (68.8 y 55.9 %, respectivamente) y vacunación 

contra influenza (con 64.8 % para mujeres y 60.0 % para hombres). Tal como el 

mismo estudio lo presentó en una gráfica7: 

 

El mismo estudio señala que en 2024, 41.5 % de personas de 50 años y más tenía 

diagnóstico de hipertensión: 47.9 % correspondió a mujeres y 34.3 %, a hombres.  

Así como que el 25.5 % de personas de 50 años y más tenía diagnóstico de 

 
7 Ídem.  



 

diabetes: 28.8 % correspondió a mujeres y 21.8 %, a hombres. En 2024, las 

enfermedades más comunes, después de hipertensión y diabetes, fueron artritis 

(13.7 % en mujeres y 5.3 % en hombres) y los problemas cardiacos (6.1 y 5.8 %, 

respectivamente). 

Pese a esta transición demográfica, el Sistema Nacional de Salud no cuenta con un 

modelo homologado de atención geriátrica. La atención médica a las personas 

adultas mayores se presta de manera desarticulada entre el Instituto Nacional de 

Geriatría, Instituto Mexicano del Seguro Social, el organismo público 

descentralizado IMSS-Bienestar, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado, los servicios estatales de salud y el sector privado, sin 

criterios uniformes de valoración geriátrica integral, sin suficiencia de personal 

especializado en geriatría y gerontología, y sin mecanismos efectivos de referencia 

y contrarreferencia entre los distintos niveles de atención. 

 

3) Posicionamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

materia de adultos mayores 

 

En materia de adultos mayores, de manera general, el Máximo Tribunal, se ha 

manifestado de la siguiente manera: 

 

“PERSONAS ADULTAS MAYORES. FORMAS EN LAS QUE SU 

PROTECCIÓN REFORZADA PUEDE MATERIALIZARSE EN LOS 

ÁMBITOS PROCESAL Y SUSTANTIVO. 

Hechos: … 



 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la 

protección reforzada de las personas adultas mayores debe 

materializarse por los órganos jurisdiccionales a través de dos ámbitos 

diferentes: uno procesal y otro sustantivo. 

Justificación: En el ámbito nacional e internacional de protección 

de los derechos humanos existe una tutela especial y reforzada 

en favor de las personas adultas mayores. Entre dichos 

instrumentos está la Convención Interamericana sobre la 

Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, 

suscrita por el Estado Mexicano y, a nivel local, la Ley de los 

Derechos de las Personas Adultas Mayores. El común 

denominador de esos instrumentos normativos es la exigencia 

impuesta a las autoridades de garantizar que las 

personas adultas mayores sigan disfrutando de una vida plena, 

independiente y autónoma, con salud y seguridad, así como a 

través de la integración y participación activa en las esferas 

económica, social, cultural y política de las sociedades. Inclusive, 

al reconocerse el derecho de acceso a la justicia de las 

personas adultas mayores, se impone a las autoridades el deber de 

asegurar que tengan acceso efectivo a la justicia en igualdad de 

circunstancias, a través de la adopción de ajustes de procedimiento en 

todos los procesos judiciales y administrativos. Sobre esta base, la 

protección reforzada en favor de las personas adultas mayores puede 

materializarse en la práctica jurisdiccional en dos dimensiones 

diferentes, en el ámbito procesal: 1) mediante la adopción de ajustes 

al procedimiento, lo que implica que las autoridades jurisdiccionales 

deben eliminar cualquier obstáculo, por ejemplo, superando la 



 

inaccesibilidad del entorno físico y de las comunicaciones durante los 

procesos; 2) con el deber de juzgar con perspectiva de persona adulta 

mayor, lo que puede acontecer cuando se detecten vulnerabilidades, 

asimetrías entre las partes o un contexto de discriminación basado en 

la edad avanzada; y 3) mediante la operatividad de prerrogativas 

procesales establecidas en la ley, por ejemplo, con la suplencia de la 

queja deficiente en los casos en que la persona adulta mayor se 

ubique en un estado de vulnerabilidad. En el ámbito sustantivo implica 

el deber del órgano de verificar que en el vínculo jurídico que dio lugar 

a la controversia no existan obstáculos irrazonables y 

desproporcionados al ejercicio de los derechos y libertades 

fundamentales de la persona adulta mayor sometida a la controversia, 

o bien, descartar la existencia de previsiones, cláusulas o 

estipulaciones abusivas, leoninas, ventajosas o desequilibradas que 

tengan razón de ser, precisamente, en el aprovechamiento indebido 

de su carácter de persona adulta mayor; en cuyo caso, el órgano 

jurisdiccional deberá hacer operativa la protección en el ámbito 

sustantivo y equilibrar la relación jurídica entre las partes, lo que habrá 

de ir precedido de un análisis probatorio sobre las condiciones de la 

persona, y de una motivación fortalecida sobre las razones por las que 

se estima que una determinada obligación constituye un obstáculo al 

ejercicio de los derechos y libertades de la persona en edad avanzada. 

En resumen, el ámbito procesal implica todos aquellos ajustes que 

deben realizarse para garantizar el derecho de acceso a la justicia en 

condiciones de igualdad, mientras que el sustantivo se traduce en la 

posibilidad de adentrarse a la relación jurídica subyacente en el litigio, 



 

a fin de descartar cualquier abuso o desequilibrio en perjuicio de la 

persona adulta mayor.8 

 

4) Informe de la Presidenta de la República en relación a los avances en 

materia de personas adultas mayores 

 

Durante el Segundo Informe de Gobierno de nuestra Presidenta de la República, la 

Doctora Claudia Sheinbaum Pardo, realizado el 01 de septiembre del año en curso, 

respecto a las personas adultas mayores, señaló lo siguiente: 

“Al cierre de 2026, los Programas para el Bienestar llegarán a 42 millones 

860 mil 296 derechohabientes, con una inversión histórica de un billón de 

pesos destinados directamente al bienestar de la gente. 

13 millones 788 mil adultos mayores reciben una Pensión de 6 mil 400 pesos 

bimestrales. … 

Creamos el programa Salud Casa por Casa, a través del cual 20 mil 

profesionales de la salud han realizado más de 23 millones de visitas 

domiciliarias a adultos mayores y personas con discapacidad. Es el programa 

de prevención de salud más importante de todo el mundo. 

 
8 Semanario Judicial de la Federación. Registro digital: 2028792. QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 663/2023. María Julia Prado Abaunza. 13 de octubre de 2023. 
Unanimidad de votos. Ponente: Israel Flores Rodríguez. Secretario: Diego Gama Salas. Esta tesis se publicó el 
viernes 17 de mayo de 2024 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación. Disponible en 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2028792 
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5) Objetivo de la Iniciativa 

La presente Iniciativa busca crear un sistema homologado de atención a favor de 

las personas adultas mayores, denominado Modelo Nacional de Atención Integral 

Geriátrica, visto como el conjunto de políticas, criterios técnicos, procedimientos y 

niveles de atención, mediante los cuales el Sistema Nacional de Salud garantizará 

a las personas adultas mayores el acceso a servicios de valoración, prevención, 

tratamiento, rehabilitación y cuidados a largo plazo, con enfoque geriátrico y 

gerontológico, con perspectiva de derechos humanos, autonomía, trato digno, y 

bajo el principio pro persona, en términos de la Ley de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores, de la Convención Interamericana sobre la Protección de los 

Derechos Humanos de las Personas Mayores y demás normatividad nacional e 

internacional aplicable. 

 

6)  Cuadro Comparativo 

A efecto de mejor proveer, se proponen los siguientes cambios:  

LEY GENERAL DE SALUD 

DICE: DEBE DECIR: 

Artículo 6o.- El Sistema Nacional de 

Salud tiene los siguientes objetivos: 

Artículo 6o.- El Sistema Nacional de Salud 

tiene los siguientes objetivos: 

 
9 Gobierno de México. Versión estenográfica. Segundo Informe de Gobierno de la presidenta Claudia 
Sheinbaum Pardo. Disponible en https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-segundo-
informe-de-gobierno-de-la-presidenta-claudia-sheinbaum-pardo 
 



 

I a XIII … 

Sin correlativo 

I a XIII … 

XIV. Promover la creación de un Modelo 

Nacional de Atención Geriátrica, en 

coordinación con las diversas 

instituciones especializadas en atención 

a personas adultas mayores, de 

conformidad con las disposiciones 

legales aplicables. 

Artículo 7o.- La coordinación del Sistema 

Nacional de Salud estará a cargo de la 

Secretaría de Salud, correspondiéndole a 

ésta: 

I a XIV Ter… 

Sin correlativo 

 

XV a XVII… 

Artículo 7o.- La coordinación del Sistema 

Nacional de Salud estará a cargo de la 

Secretaría de Salud, correspondiéndole a 

ésta: 

I a XIV Ter… 

XIV Quater. Coordinar la planeación de 

la creación, difusión e implementación 

del Modelo Nacional de Atención 

Integral Geriátrica;  

XV a XVII… 

Artículo 27. Para los efectos del derecho 

a la protección de la salud, se consideran 

servicios básicos de salud los referentes 

a: 

I a X … 

Artículo 27. Para los efectos del derecho a 

la protección de la salud, se consideran 

servicios básicos de salud los referentes a: 

I a X … 



 

XI. La atención médica a las personas 

adultas mayores en áreas de salud 

geriátrica. 

XI. La atención médica a las personas 

adultas mayores en áreas de salud 

geriátrica, de acuerdo al Modelo Nacional 

de Atención Integral Geriátrica. 

Sin correlativo CAPÍTULO V BIS  

DEL MODELO NACIONAL DE ATENCIÓN 

INTEGRAL GERIÁTRICA 

Sin correlativo Se crea el Modelo Nacional de Atención 

Geriátrica como el conjunto de políticas, 

criterios técnicos, procedimientos y 

niveles de atención homologados, 

mediante los cuales el Sistema Nacional 

de Salud garantizará a las personas 

adultas mayores el acceso a servicios de 

valoración, prevención, tratamiento, 

rehabilitación y cuidados a largo plazo, 

con enfoque geriátrico y gerontológico, 

con perspectiva de derechos humanos, 

autonomía, trato digno, y bajo el 

principio pro persona, en términos de la 

Ley de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores, de la Convención 

Interamericana sobre la Protección de 

los Derechos Humanos de las Personas 



 

Mayores y demás normatividad nacional 

e internacional aplicable. 

Sin correlativo 
Artículo 66 Bis 1. 

La Secretaría de Salud, a través del 

Consejo de Salubridad General, 

coordinará la creación e implementación 

del Modelo Nacional de Atención 

Geriátrica con la participación del 

Instituto Mexicano del Seguro Social, el 

organismo público descentralizado 

IMSS-Bienestar, el Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, los servicios 

de salud de las entidades federativas y 

el Instituto Nacional de las Personas 

Adultas Mayores, en el ámbito de sus 

respectivas competencias. 

Para tal efecto, emitirá los lineamientos 

técnicos correspondientes. 

 
Artículo 66 Bis 2. El Modelo Nacional de 

Atención Geriátrica comprenderá, al 

menos, los siguientes componentes: 

valoración geriátrica integral en el 

primer nivel de atención, como 



 

herramienta de tamizaje y detección 

temprana de síndromes geriátricos; 

habilitación de áreas y camas geriátricas 

en unidades médicas de segundo y 

tercer nivel; atención domiciliaria y 

comunitaria para personas adultas 

mayores con dependencia funcional; 

cuidados paliativos y atención al final de 

la vida; mecanismos de referencia y 

contrarreferencia entre niveles de 

atención; y un expediente clínico 

electrónico interoperable entre 

instituciones del Sistema Nacional de 

Salud. 

 
Artículo 66 Bis 3. El Modelo Nacional de 

Atención Geriátrica se implementará de 

manera paulatina en un periodo de tres 

años, conforme a las siguientes etapas: 

I. Diagnóstico nacional de capacidades 

instaladas en materia de geriatría y 

gerontología, definición de los 

lineamientos técnicos del Modelo, e 

instalación de unidades piloto de 

atención geriátrica en al menos una 

unidad médica de segundo nivel por 

entidad federativa, priorizando las 



 

regiones con mayor proporción de 

población adulta mayor. 

II. Expansión de la valoración geriátrica 

integral al primer nivel de atención en al 

menos el cincuenta por ciento de las 

jurisdicciones sanitarias del país, 

fortalecimiento de los programas de 

formación y certificación en geriatría y 

gerontología para el personal de salud; 

y ampliación de la atención domiciliaria 

y comunitaria. 

III. Cobertura del Modelo en la totalidad 

de las entidades federativas y en las 

unidades médicas de los tres niveles de 

atención que integran el Sistema 

Nacional de Salud, consolidación del 

expediente clínico electrónico 

interoperable; y evaluación integral de 

resultados, con base en indicadores de 

funcionalidad, calidad de vida y 

satisfacción de las personas usuarias. 

 

Derivado de lo anterior someto a consideración de esta Honorable Soberanía la 

siguiente:  



 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN 

MATERIA DEL MODELO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL GERIÁTRICA. 

 

Único. Se adiciona una fracción XIV al artículo 6o, se adiciona una fracción XIV 

Quater al artículo 7o, se reforma la fracción XI del artículo 27, se adiciona el Capítulo 

V Bis, se adiciona el artículo 66 Bis, se adiciona el artículo 66 Bis 1, se adiciona el 

artículo 66 Bis 2, y se adiciona el artículo 66 Bis 3 de la Ley General de Salud, en 

materia del Modelo Nacional de Atención Integral Geriátrica, para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 6o.- El Sistema Nacional de Salud tiene los siguientes objetivos: 

I a XIII … 

XIV. Promover la creación de un Modelo Nacional de Atención Geriátrica, en 

coordinación con las diversas instituciones especializadas en atención a 

personas adultas mayores, de conformidad con las disposiciones legales 

aplicables. 

 

Artículo 7o.- La coordinación del Sistema Nacional de Salud estará a cargo de la 

Secretaría de Salud, correspondiéndole a ésta: 

I a XIV Ter… 

XIV Quater. Coordinar la planeación de la creación, difusión e implementación 

del Modelo Nacional de Atención Integral Geriátrica;  

XV a XVII… 



 

 

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección de la salud, se consideran 

servicios básicos de salud los referentes a: 

I a X … 

XI. La atención médica a las personas adultas mayores en áreas de salud geriátrica, 

de acuerdo al Modelo Nacional de Atención Integral Geriátrica. 

 

CAPÍTULO V BIS 

DEL MODELO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL GERIÁTRICA 

 

Artículo 66 Bis. Se crea el Modelo Nacional de Atención Geriátrica como el 

conjunto de políticas, criterios técnicos, procedimientos y niveles de atención 

homologados, mediante los cuales el Sistema Nacional de Salud garantizará 

a las personas adultas mayores el acceso a servicios de valoración, 

prevención, tratamiento, rehabilitación y cuidados a largo plazo, con enfoque 

geriátrico y gerontológico, con perspectiva de derechos humanos, autonomía, 

trato digno, y bajo el principio pro persona, en términos de la Ley de los 

Derechos de las Personas Adultas Mayores, de la Convención Interamericana 

sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores y 

demás normatividad nacional e internacional aplicable. 

Artículo 66 Bis 1. La Secretaría de Salud, a través del Consejo de Salubridad 

General, coordinará la creación e implementación del Modelo Nacional de 

Atención Geriátrica con la participación del Instituto Mexicano del Seguro 

Social, el organismo público descentralizado IMSS-Bienestar, el Instituto de 



 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, los servicios 

de salud de las entidades federativas y el Instituto Nacional de las Personas 

Adultas Mayores, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Para tal efecto, emitirá los lineamientos técnicos correspondientes. 

Artículo 66 Bis 2. El Modelo Nacional de Atención Geriátrica comprenderá, al 

menos, los siguientes componentes: valoración geriátrica integral en el 

primer nivel de atención, como herramienta de tamizaje y detección temprana 

de síndromes geriátricos; habilitación de áreas y camas geriátricas en 

unidades médicas de segundo y tercer nivel; atención domiciliaria y 

comunitaria para personas adultas mayores con dependencia funcional; 

cuidados paliativos y atención al final de la vida; mecanismos de referencia y 

contrarreferencia entre niveles de atención; y un expediente clínico 

electrónico interoperable entre instituciones del Sistema Nacional de Salud. 

Artículo 66 Bis 3. El Modelo Nacional de Atención Geriátrica se implementará 

de manera paulatina en un periodo de tres años, conforme a las siguientes 

etapas: 

I. Diagnóstico nacional de capacidades instaladas en materia de geriatría y 

gerontología, definición de los lineamientos técnicos del Modelo, e instalación 

de unidades piloto de atención geriátrica en al menos una unidad médica de 

segundo nivel por entidad federativa, priorizando las regiones con mayor 

proporción de población adulta mayor. 

II. Expansión de la valoración geriátrica integral al primer nivel de atención en 

al menos el cincuenta por ciento de las jurisdicciones sanitarias del país, 

fortalecimiento de los programas de formación y certificación en geriatría y 



 

gerontología para el personal de salud, y ampliación de la atención 

domiciliaria y comunitaria. 

III. Cobertura del Modelo en la totalidad de las entidades federativas y en las 

unidades médicas de los tres niveles de atención que integran el Sistema 

Nacional de Salud, consolidación del expediente clínico electrónico 

interoperable; y evaluación integral de resultados, con base en indicadores de 

funcionalidad, calidad de vida y satisfacción de las personas usuarias. 

 

Transitorios 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación.  

 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de septiembre de 2026. 
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